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infracción, ya que el art . 52-2 de la Ley 8/88 se limita a atribuir a tales actas por la propia 
naturaleza de la actuación  inspectora el carácter de prueba de cargo dejando abierta la 
posibilidad de practicar prueba en contrario". En esta materia es de aplicación el criterio de 
distinción entre hechos  directamente  percibidos  por el Inspector actuante,  y las  conclusiones  
probatorias  del  mismo,  extraídas  de  la valoración de las pruebas practicadas por él, ya que el 
ámbito de la presunción de certeza sólo alcanza a los primeros. Más aún,  dicha  presunción  
sólo  es  predicable  respecto  de  los hechos constatados que se formalicen  en    acta de 
infracción y liquidación,  o  en  los  informes,  y  que  sólo  va  referida  a hechos comprobados 
en    el mismo acto de la visita, susceptibles de apreciación  directa,  o    bien que resulten 
acreditados "in situ", pero sin que dicha fuerza probatoria se extienda a las deducciones, 
valoraciones o calificaciones que lleve a cabo la Inspección. A ello debe añadirse que, cuando 
no    se describen hechos  concretos  y  objetivos,  la  propia  jurisprudencia del Tribunal Supremo 
(en este sentido SSTS 25-04- 1989, 2-01-1990 y  25-05-1990,  entre  otras)  así  como  la  doctrina  
de  los Tribunales  Superiores de Justicia (Sentencia del de Cataluña de 25 de octubre de 1.989 
, en    ambos casos de las Salas de lo Contencioso-administrativo),  expresa  la  necesidad  de  
tal descripción minuciosa de los quehaceres,  con     la consecuencia de que, en    tales caso, el 
acta de infracción carecería de la presunción de certeza al no   cumplir los requisitos exigidos." 
 
CUARTO.- Así las cosas, la parte actora ataca la sanción impuesta con una argumentación 
principal: la ausencia de relación laboral con el supuesto trabajador. 
 
Lo dicho sobre la base de que el único supuesto en que la Administración está obligada a acudir 
al procedimiento de oficio (pese a lo alegado por el actor), cuando se discuta (como es el caso) 
la existencia de una relación laboral, se recoge en el art. 148.d) LJS, que dispone "El proceso 
podrá iniciarse de oficio como consecuencia: d) De las comunicaciones de la autoridad laboral 
cuando cualquier acta de infracción o de liquidación levantada por la Inspección de Trabajo y de 
Seguridad Social, relativa a las materias de Seguridad Social excluidas del conocimiento del 
orden social en la letra f) del artículo 3, haya sido impugnada por el sujeto responsable con base 
en alegaciones y pruebas que, a juicio de la autoridad laboral, puedan desvirtuar la naturaleza 
laboral de la relación jurídica objeto de la actuación inspectora. A la demanda de oficio a la que 
se refiere el párrafo anterior, la autoridad laboral acompañará copia del expediente 
administrativo. La admisión de la demanda producirá la suspensión del expediente 
administrativo. A este proceso de oficio le serán aplicables las reglas de las letras a) y d) del 
apartado 2 del artículo 150. Cuando se entienda que las alegaciones o actuación del sujeto 
responsable pretenden la dilación de la actuación administrativa, el órgano judicial impondrá la 
multa que señalan los apartados 4 del artículo 75 y 3 del artículo 97, así como cuando tal 
conducta la efectuara el empresario, deberá abonar también los honorarios de los abogados y 
graduados sociales de la parte contraria que hubieren intervenido, dentro de los límites 
establecidos para la instancia, suplicación y casación. La sentencia firme se comunicará a la 
autoridad laboral Y vinculará en los extremos en ella resueltos a la autoridad laboral y a los 
órganos de la jurisdicción contencioso­ administrativa ante los que se impugne el acta de 
infracción o de liquidación." 
 
Esto es, sólo cuando el acta de infracción o liquidación levantada por la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social sea relativa a las materias excluidas del conocimiento de este orden 
jurisdiccional (el Social) indicadas en la letra f del art. 3 de la misma Ley rituaria (a saber ): "De 
las impugnaciones de los actos administrativos en materia de Seguridad Social relativos a 
inscripción de empresas, formalización de la protección frente a riesgos profesionales, tarifación, 
afiliación alta, baja y variaciones de datos de trabajadores, así como en materia de liquidación 
de cuotas, actas de liquidación y actas de infracción vinculadas con dicha liquidación de cuotas 
y con respecto a los actos de gestión recaudatoria, incluidas las resoluciones dictadas en esta 
materia por su respectiva entidad gestora, en el supuesto de cuotas de recaudación conjunta con 
las cuotas de Seguridad Social y, en general, los demás actos administrativos conexos a los 
anteriores dictados por la Tesorería General de la Seguridad Social; así como de los actos 
administrativos sobre asistencia y protección social públicas en materias que no se encuentren 
comprendidas en las letras o) y s) del artículo 2.") , debe la Administración iniciar el procedimiento 
de oficio. Y es obvio que no estamos en presencia de este supuesto. 
 
QUINTO.-  Pues  bien,  en  lo  referente  a  la  ausencia  de relación laboral, la demandante no 
ha aportado  prueba alguna que permita romper la presunción de certeza de la que goza el 
funcionario  actuante  (en los  términos  ya referidos).  A  más, las explicaciones dadas por el 
codemandado D. Abdelmalik en un acta notarial no son atendibles (lo expresado ante un notario 
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